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Presentación y Validación de las Guías de Reducción de Vulnerabilidad
en el Diseño de Nuevos Establecimientos de Salud
Durante la reunión de San Salvador, del 8 al 10 de julio del 2003, el grupo multidisciplinario y multisectorial integrado por representantes de distintas agencias y países discutieron las guías de Reducción de Vulnerabilidad en el Diseño de Nuevos Establecimientos de Salud teniendo en cuenta los siguientes antecedentes:

· Los daños causados a los establecimientos de salud entorpecen no solo la entrega de servicios de salud rutinarios, sino además los que se requieren cuando ocurre un evento adverso (sea de carácter natural como sismos, huracanes, inundaciones, etc., o generados por la actividad humana como incendios, explosiones, etc. )
· La implementación de medidas de mitigación representan solo un pequeño porcentaje del costo total de las pérdidas.

· No hay un nivel de protección para el diseño de los establecimientos de salud claramente establecido en los países, al revés, éste enfoque es variable e inconsistente, aun dentro de cada país.

· En la mayoría de países la selección de un sitio se realiza sin que prevalezcan los criterios técnicos, y aunque en algunos casos se contemplan códigos de construcción, la decisión frecuentemente es una decisión únicamente política.
· Existe un claro divorcio entre el nivel político del sector salud y el área técnica ingenieril-arquitectónica que debe asesorar en los procesos de decisión.

· Los informes técnicos contienen criterios bien elaborados, pero son dejados de lado por el tomador de decisiones.

· La responsabilidad por las vidas e inversiones durante un evento adverso recae en la persona o autoridades que pueden tomar las decisiones de incluir medidas de mitigación en un proyecto y de decidir el nivel de protección asignado a una edificación.

· Como fortaleza para desarrollar el tema, se cuenta con el Centro Colaborador de la OMS/OPS en la Universidad de Chile.

El grupo de trabajo concluye:

· El objetivo primordial de la reducción de la vulnerabilidad, tanto en el diseño de los nuevos establecimientos de salud como en el reforzamiento de los ya existentes, es conseguir el nivel máximo de protección, es decir, el nivel de protección de la función y no únicamente el nivel protección de la vida y/o el nivel de protección del patrimonio; priorizando dicho nivel en el diagnóstico de las necesidades de la red de salud y en las áreas críticas de cada institución teniendo en cuenta los recursos disponibles.
· Se debe implementar un sistema de aseguramiento de la calidad (monitoreo y evaluación) desde el inicio del proyecto, que debe aplicarse en las políticas y normativas nacionales e internacionales, bajo la responsabilidad compartida de los organismos financieros y autoridades nacionales, promoviendo no solo la acreditación y operativización del proyecto, sino además el intercambio de experiencias y conocimientos. 
El grupo de trabajo recomienda:

· Validar la “Guía de la reducción de la vulnerabilidad en el diseño de nuevos establecimientos de salud”, reformulándose en dos partes: un documento ejecutivo-político orientado al área de economía, finanzas e inversionistas y una segunda parte técnica ingenieril-arquitectónica, además de un check list en el apéndice, y utilizando siempre un lenguaje entendible a todo nivel.
· Los niveles de protección que se deberían considerar tanto en la construcción de edificaciones nuevas como en el reforzamiento de las existentes, tendrían que estar orientados al nivel de protección más alto, que es el de protección de la función, según el diagnóstico y necesidades de la red y las áreas críticas del hospital.

· Dadas las difíciles condiciones económicas para lograr un cambio general al nivel de protección óptimo, es necesario priorizar el mantenimiento de los servicios críticos, definiendo dos áreas en las edificaciones, una donde se encuentren las áreas críticas con un nivel de protección de la función, y otra donde se ubiquen áreas menos críticas, con un nivel de protección menor.

· Asegurar el control de calidad de la construcción es la responsabilidad tanto de las autoridades nacionales como de los donantes.

· Que el área técnica, además de entregar criterios técnicos, económicos y sociales bien definidos, vele y exija al político el cumplimiento que estos criterios,  por encima de otros intereses, y todas las presiones que se reciban.

· Que los organismos internacionales y las instituciones financieras exijan la inclusión y el cumplimiento de los criterios técnicos necesarios en los proyectos de inversión en establecimientos de salud. 

· Que los planificadores estimen los costos de cada nivel de ejecución, incluyendo los de operación, mantenimiento y conservación, presentado los análisis de costos desde la etapa de estudio, y tomando en cuenta no solo el costo económico, sino además el humano y social.

· Que se establezcan términos de referencia claros y específicos de carácter obligatorio en el expediente técnico de un proyecto para garantizar la calidad de la nueva infraestructura, y que los costos de un equipo externo independiente se incluyan en el proyecto.

· Darle el seguimiento a este proceso para monitorear los resultados.
· Que los gobiernos incluyan dentro de sus políticas públicas la variable vulnerabilidad en una forma coordinada dentro de la institucionalidad del país, definiendo las competencias existentes en los sectores financieros y de salud. 

· Que el proceso de toma de decisiones sea en base a argumentos técnicos ingenieril-arquitectónico con alternativas claras sobre los aspectos de costo-beneficio/costo-efectividad/costo-oportunidad.

· Establecer políticas para que se garantice la coordinación de las actividades de donación, financiamiento no reembolsable, cooperación y asistencia técnica, y financiamiento, incluyendo la contraparte nacional, bajo el liderazgo de un grupo intra-gubernamental, en consulta con la sociedad civil.

San Salvador, 10 de julio de 2003.

